
 

 

 

20. PRIMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN Y  
CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO CIVIL 

María Candelaria DOMÍNGUEZ GUILLÉN  

Resumen: El artículo refiere resumidamente el principio de primacía de la Constitución 
con relación al proceso de constitucionalización del Derecho Civil.  Este proceso puede 
entenderse en un sentido propio como la incorporación de instituciones civiles al texto 
constitucional como fue la unión de hecho estable en el texto de 1999 (art. 77), como en 
un sentido amplio o impropio relativo a la necesaria interpretación de las instituciones y 
normas civiles a la luz de la Carta Fundamental.  

Palabras claves: Constitucionalización, Derecho Civil Constitucional, primacía, insti-
tuciones, interpretación. 

Abstract: This article refers to the principle of the primacy of the Constitution regard-
ing the process of constitutionalization of Civil Law.  This principle can be understood in 
it proper sense as the incorporation of civil institution in the constitutional text, as it was 
the stable de facto union in article 77 of the Constitution, as a broad and improper sense 
related to the needed interpretation of civil institutions and norms in the light of the Con-
stitution.  

Key words: Constitutionalization. Civil Constitutional Law. Primacy. Institutions. In-
terpretation.  

I.  INTRODUCCIÓN  

Por medio de las presentes líneas nos pasearemos brevemente por un tópico que 
hemos tocado en recientes oportunidades, a saber, la “constitucionalización del Dere-
cho Civil”, también denominada, “Derecho Civil Constitucional”1. Ello con ocasión de 
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1       Véanse nuestros trabajos: Derecho Civil Constitucional (La constitucionalización del Derecho Civil). 
Editorial Jurídica Venezolana-Cidep. Caracas, 2018; “Notas sobre la constitucionalización del Derecho 
Civil en Venezuela”, Jurisprudencia Argentina. Nº 13. Buenos Aires, 2018, pp. 12-35; “Trascendencia 
de la Constitución en el Derecho Civil venezolano”, Actualidad Jurídica Iberoamericana. Nº 10. Idibe. 
Valencia, 2019, pp. 52-91, http://idibe.org; “La constitucionalización del Derecho Civil en el ordena-
miento venezolano”, Revista Culturas Jurídicas, Vol. 6, N° 15, Brasil, set/dez. 2019, pp. 93-136, 
http://culturasjuridicas.uff.br/in-dex.php/rcj/article/view/928.Véase también sobre el primero: Silva 
Aranguren, Antonio: “Recensión del libro Derecho Civil Constitucional (La constitucionalización del 
Derecho Civil), de María Candelaria Domínguez Guillén”, Revista Venezolana de Legislación y Juris-
prudencia Nº 11, 2018, pp. 447-453,  http://rvlj.com.ve/ wp-content/uploads/2019/01/RVLJ-11-447-
453.pdf 
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participar en la conmemoración de las dos décadas de la Carta Fundamental de 1999.   
El principio de la supremacía de la Constitución es base fundamental de la figura de la 
constitucionalización, a la que nos referiremos de seguidas, tanto en su forma propia-
mente dicha, así como en su manifestación interpretativa o impropia. El instituto no es 
sino simple manifestación de la obvia y necesaria conexión entre el Derecho Privado y 
el Derecho Público2, pues la Constitución, de la que forma parte de este último, preside 
e inspira todo el ordenamiento jurídico. Ninguna materia o asignatura escapa del alcan-
ce expansivo de la Carta Fundamental.  De tal suerte que de ello no está fuera el Dere-
cho Civil o Derecho Privado General.  

En la génesis del Derecho Civil Constitucional subyace la idea de la incidencia de 
la Constitución en el Derecho Civil3. Esta premisa supone el examen de la Carta Fun-
damental como norma jurídica que, superando su mero carácter programático, tiene 
también eficacia directa e inmediata con verdadera supremacía en el ordenamiento jurí-
dico, en el que se encuentra integrada como norma primera, fundamental o superior. 
Las normas constitucionales en materia civil no pueden verse como algo separado ni 
concebirse aparte del Derecho Civil, sino como infraestructura del mismo4. 

La constitucionalización de instituciones del Derecho Privado deviene en que tal 
rama se ha publicitado5. Aparece así como en otras materias, el Derecho Civil Constitu-
cional que ha de delimitarse a través del examen del contenido jurídico-civil presente en 
la Constitución6, el cual es ante todo Derecho Civil y no Derecho Constitucional. El 
Derecho Civil Constitucional es un Derecho Civil puro7, por lo que adoptamos tal de-
nominación, así como su equivalente: “constitucionalización del Derecho Civil”.  A 
ello, dedicaremos las siguientes líneas. 

 
2        Véase: Brewer-Carías, Allan R.: “La interaplicación del Derecho Público y del Derecho Privado a la 

Administración Pública y el proceso de huida y recuperación del Derecho Administrativo”, Las formas 
de la actividad administrativa, Segundas Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan 
Randoph Brewer-Carías, Fundación de Estudios de Derecho Administrativo, Caracas, 1996, pp. 23-
73, Brewer-Carías, Allan R.: Tratado de Derecho Administrativo. Derecho Público en Iberoamérica. 
El Derecho Administrativo y sus principios fundamentales, Volumen I. Civitas Thomson Reuters-
Editorial Jurídica Venezolana, Madrid, 2013, pp. 33-34, 290-292, 688-696, 800-803; Torrealba Sán-
chez, Miguel Ángel: Reflexiones sobre la vinculación entre el ámbito competencial de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa y el Derecho de fondo aplicable. A propósito -una vez más- de la senten-
cia de la SPA-CSJ Fetraeducación, Libro Homenaje al Profesor Eugenio Hernández-Bretón, Acade-
mia de Ciencias Políticas y Sociales/Editorial Jurídica Venezolana/ Baker McKenzie, Caracas, 2019, 
T. III, p. 2051, Y ello no podía ser de otra manera, una vez aceptada la interaplicación del Derecho Pú-
blico-Derecho Privado en la actividad administrativa, como lo es en nuestros países. 

3  Arce y Flórez-Valdés, Joaquín. El Derecho Civil Constitucional, Civitas, Madrid, 1986, reimp. 1991, 
p. 13. 

4        Ibid., pp. 18 y 19. 
5  Duque Corredor, Román. Temario de Derecho Constitucional y de Derecho Público, Temas Constitu-

cionales. Legis, Colombia, 2008, p. 10, como ocurre por ejemplo, con la regulación de los derechos 
familiares, económicos y sociales, y con las garantías del proceso. De modo que modernamente el De-
recho Constitucional es fuente también del Derecho Privado, y éste debe desarrollarse legislativamente 
y ser interpretado conforme a los valores y principios constitucionales. 

6  Ibíd., p. 39. 
7  Véase: Rodríguez Piñero, M. “Las Bases Constitucionales del Derecho Privado”, Derecho Civil Pa-

trimonial, Editores A. Bullard González y G. Fernández Cruz, PUCP, 1997, p. 30; Domínguez Guillén, 
Derecho Civil Constitucional, ob. cit., pp. 70-71. 
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II.  PRIMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN 

La Constitución ocupa una posición central en el ordenamiento jurídico, por lo que 
la relación entre Constitución y normas infraconstitucionales no es de mera jerarquía 
sino de supremacía8. En la estructura sistemática y jerárquica de las normas, aquellas 
contenidas en la Constitución presentan sin duda un valor superior. Se alude así al prin-
cipio de la primacía de la Constitución expresamente consagrado en el artículo 7 del 
texto de 1999, aunque de antigua data9: “La constitución es la norma suprema y el fun-
damento del ordenamiento jurídico. Todas las personas y los órganos que ejercen el 
Poder Público están sujetos a esta Constitución”10. 

La supremacía de la Constitución se evidencia, por un lado, en que la Constitución, 
dentro del ordenamiento jurídico se desenvuelve como la fuente de las fuentes del De-
recho. Es la norma normarum11, al establecer el sistema de creación y reproducción de 
las normas jurídicas y además prevalecer por sobre todas las normas que existan o se 
creen dentro del ordenamiento jurídico. Por otro lado, tiene la peculiaridad de decretar 
la inconstitucionalidad de las leyes que se muestren incompatibles con ella, derogándo-
las y expulsándolas del ordenamiento. De tal manera, la Constitución, ya sea por el ente 

 
8      Balaguer Callejón, María Luisa: Interpretación de la Constitución y ordenamiento jurídico, Tecnos, 

Madrid, 1997, p. 42, la Constitución desarrolla una función de irradiación sobre el resto del ordena-
miento jurídico.  

9        Véase: Hérnandez-Mendible, Víctor Rafael. “Prólogo” en Domínguez Guillén, Derecho Civil Consti-
tucional), ob. cit., pp. 11 y 14, La primera Constitución de Venezuela de 1811 estableció el principio 
de supremacía constitucional; Petzold Rodríguez, M. “Noción de supremacía constitucional, justicia y 
jurisdicción constitucional”, FRONESIS Revista de Filosofía jurídica, social y política N° 13, 3, Uni-
versidad del Zulia, FCJP, Instituto de Filosofía del Derecho Dr. J. M. Delgado Ocando, Maracaibo, 
2012, p. 380, en Venezuela, la idea de la Constitución como norma suprema y base del ordenamiento 
jurídico, se remonta al texto de la Constitución de 1811: Peña Solís, José. Lecciones de Derecho Cons-
titucional General, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas,  Ca-
racas, 2008, Vol. I, T. I, p.  p. 118, en las Constituciones anteriores se desprendía indirectamente. 
Véase también sobre dicho principio: Palomino Machego, J.F.. “Constitución, supremacía constitucio-
nal y teoría de las fuentes del derecho: una visión desde el Perú”, Cuadernos Constitucionales de la 
Cátedra Fadrique Furió Ceriol Nº 58-59, p. 241; Del Rosario-Rodríguez, M. F. “La supremacía cons-
titucional: naturaleza y alcances”, Díkaion, Universidad de la Sabana, 2011, http://dikaion.unisabana. 
edu.co/in-dex.php/dikaion/article/view/1950/2506. 

10     Véase: Hernández-Medible, prólogo” en  Domínguez Guillén, “Derecho Civil Constitucional”, ob. cit. 
p. 14, la reforma constitucional de 1999 procedió a reconocer al texto constitucional su condición de 
norma suprema y fundamento de todo el ordenamiento jurídico, así como un catálogo de derechos y de 
instituciones que se encontraban en la legislación ordinaria o incluso en tratados internacionales, pro-
duciéndose una mayor expansión de la constitucionalización del derecho, en sus distintas disciplinas 
jurídicas. Conforme a lo anteriormente expuesto es posible sostener que la República de Venezuela 
desde el momento mismo de su fundación, ha experimentado un permanente y renovado proceso de 
constitucionalización del Derecho, hecho este que resulta incontestable, sin perjuicio de la crítica que 
se puede formular a lo acertado o no de tal proceso; Ayala Corao, Carlos. Del diálogo jurisprudencial 
al control de la convencionalidad. EJV, Colección Estudios Jurídicos N° 98, Caracas, 2012, p. 9, las 
declaraciones de derechos emprenden su viaje desde Europa hasta el resto del mundo. Este proceso se 
va a consolidar de inmediato con la constitucionalización de los derechos contenidos en esas declara-
ciones, siguiendo tal modelo en Venezuela en 1811. 

11     Peña Solís. ob. cit., p. 191, es la norma suprema del ordenamiento o norma normarum; Araujo-Juárez, 
José, Derecho Administrativo Constitucional, CIDEP-EJV, Caracas, 2017, p. 42.  
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que la creó o por el lugar que ocupa dentro del ordenamiento jurídico, siempre es vincu-
lante y opera por sobre las demás normas jurídicas existentes12. 

La Constitución es norma jurídica: pero no una norma cualquiera, sino la norma 
fundamental, la de mayor rango, aplicable a la relación de los conflictos directamente, 
es decir, sin otra intermediación legislativa, y además por el principio de jerarquía, las 
que al contradigan deberán ser inaplicadas por todos los operadores jurídicos13. 

El predominio indiscutible de la norma constitucional permite sujetar la interpreta-
ción de las instituciones a la Carta Fundamental, sin perjuicio de la procedencia de otros 
mecanismos formales que reflejan su posición superior, como es el caso de acciones 
que desembocan en la nulidad por inconstitucionalidad de las leyes materiales. Pero no 
se precisa llegar a tales mecanismos formales de control de constitucionalidad para ha-
cer valer con lógica el justo sitial del texto supremo. 

Hemos seguido la tesis relativa a que la primacía de la Constitución en su proyec-
ción al ámbito del Derecho Civil puede revestir dos mecanismos, a saber, la constitu-
cionalización propiamente dicha o en sentido estricto (incorporación de instituciones 
típicamente civiles al texto constitucional) o por otro lado, la constitucionalización in-
terpretativa, en sentido amplio o impropia (interpretar las instituciones de Derecho Civil 
a la luz de la Carta Fundamental). Si bien, la expresión “constitucionalización” suele 
generalmente asociarse al primer supuesto, el segundo, no resulta menos importante, 
toda vez que figuras no incorporadas expresamente al texto constitucional, han de ser 
interpretadas bajo la óptica de los principios constitucionales. Lo cual permite una suer-
te de actualización o refrescamiento de instituciones al margen de modificaciones legis-
lativas.  

Veamos someramente cada uno de los supuestos indicados en el texto de 1999. El 
fenómeno había sido ampliamente tratado por la doctrina patria de Derecho Público, 
con especial referencia al Derecho Administrativo14, en particular por Brewer-Carías15 y 

 
12       Palomino Machego: ob. cit., p. 241. 
13      Lois Puente, José Manuel. “Las normas jurídicas. Fuentes, interpretación, aplicación y eficacia gene-

ral. Parte Segunda, las Fuentes del Derecho”, Instituciones de Derecho Privado, T.  I, Personas, Vol. I, 
(Coord. J. A. Martínez Sanchiz y Coord. General J.F. Delgado de Miguel), Consejo General del Nota-
riado/Civitas, Madrid, 2003, p. 82. 

14      Véase resumen sobre el tema en Derecho Administrativo: Hernández-Mendible, (“Prólogo”) de: Do-
mínguez Guillén, Derecho Civil Constitucional…, ob. cit., pp. 9-22. 

15       Véase ibid., pp. 17 y 18, notas 35 a 40, cita entre otra tantas todas de Brewer-Carías, Allan R. “Las 
bases constitucionales del Derecho Administrativo en Venezuela”, Revista de Derecho Público N° 16, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1983, pp. 5-19; Derecho Público en Venezuela y Colombia, 
Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración, Instituto de Derecho Público, Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1986, pp. 215-231; 
“El proceso de constitucionalización del Derecho Administrativo en Colombia”, Revista de Derecho 
Público N° 55-56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1993, pp. 47-59; “Marco constitucional del 
Derecho Administrativo en Venezuela”, (Coord. Víctor Hernández-Mendible), Derecho Administrati-
vo Iberoamericano, T. 1, Paredes Editores, Caracas, 2007, pp. 183-220; Brewer-Carías, Allan R. y 
Hernández-Mendible, Víctor R. Bases constitucionales del derecho administrativo y del proceso con-
tencioso administrativo en República Dominicana, Editorial Jurídica Venezolana Internacional, Santo 
Domingo, 2016. Vale agregar también de Brewer-Carías, A.: “Las bases constitucionales del Derecho 
Administrativo en la República Dominicana”, Memorias del Congreso Internacional de Derecho Ad-
ministrativo “Dr. Raimundo Amaro Guzmán”, Rodríguez-Arana Muñoz, J.; Rodríguez Huertas, O. A.; 
Sendín García, M.A. y S. T. Castaños Guzmán (Editores): Asociación Dominicana de Derecho Admi-
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Araujo-Juárez16. Este último autor alude así a Derecho Administrativo Constitucional17. 
De nuestra parte, en forma equivalente también nos referiremos a “Derecho Civil Cons-
titucional” o “constitucionalización del Derecho Civil”18. Fenómeno o proceso que es 
simple derivación o consecuencia del principio de primacía de la Carta Magna.  

Así, indica Llamas Pombo que se ha producido una verdadera “constitucionaliza-
ción” del Derecho Civil en distintos aspectos: por una parte, supone la entrada en la 
Constitución de materias e instituciones propias del Derecho Civil, tradicionalmente 
tratadas por los civilistas (persona, bienes, familia) lo que puede determinar la inmedia-
ta inconstitucionalidad sobrevenida de algunos preceptos legales.  En segundo lugar, 

 
nistrativo (ADDA). Fundación Institucionalidad y Justicia (FINJUS). Editorial Jurídica Venezolana In-
ternational, Panamá, 2015. 

16      Véase: Araujo-Juárez: Derecho Administrativo Constitucional, ob. cit., (también citado por Hernández-
Mendible, “Prólogo”…, Domínguez Guillén, Derecho Civil Constitucional, ob. cit., p. 18, nota 41). 

17       Araujo-Juárez. Derecho Administrativo Constitucional, ob. cit.; Araujo-Juárez, J. “Derecho Adminis-
trativo Constitucional, Sistemas de Relaciones, Interferencias y Complementariedad”, Revista Tachi-
rense de Derecho, Universidad Católica del Táchira, 3/2017, ed. digital, pp. 75 y 76, el punto de parti-
da sobre el denominado Derecho administrativo constitucional ha de ser necesariamente la Constitu-
ción. En efecto, un hecho importantísimo en el Ordenamiento jurídico de Venezuela lo constituye la 
aprobación de la Constitución del año 1999, fruto de un arduo proceso constituyente que influye en la 
sistemática y contenido del Derecho administrativo venezolano Ahora, si partimos del hecho que en el 
concepto normativo moderno la Constitución es a la vez: (i) El cuerpo normativo de más alta jerarquía 
dentro del Ordenamiento jurídico o el “conjunto de normas de rango superior a cualquier otra”; y (ii) la 
“fuente de las fuentes del Derecho”, ya que todas las demás se deben adaptar a ella, tanto en su proce-
so de formación, como en cuanto a su contenido, de tales premisas resulta un fenómeno o proceso de 
constitucionalización del Derecho, es decir, una irrigación de todo el Ordenamiento jurídico por la 
Constitución. Por tanto, la Constitución constituye la fuente primera, fundamental de todas las disci-
plinas del Derecho. 

18       Véase entre otros: Saghy, Pedro: “Reflexiones sobre la constitucionalización del Derecho Civil”, Bole-
tín de la ACIENPOL Nº 146, Caracas, 2008, pp. 497-514; Arce y Flórez-Valdés, ob. cit., in totum; 
Hesse, K.: Derecho Constitucional y Derecho Privado, Cuadernos Civitas-Thomson Reuters, Reim-
presión de la 1ª ed. de 1995, Madrid, 2016, Trad. e Introducción de I. Gutiérrez Gutiérrez;  Alferillo, P: 
“El proceso de constitucionalización del Derecho Civil”, Ratio Iuris, Revista de Derecho Privado, N° 
1, Año 1, 2013, https://publicacionescientificas.uces.edu.ar/index.php/ratioiurisB/article/view/49; Gu-
tiérrez Santiago, P. “La constitucionalización del Derecho Civil”, Estudios de Derecho, Vol. 68, N° 
151, Universidad de Antioquia, 2011, pp. 53-86, https://aprendeenlinea.udea.edu.co/revistas/index. 
php/red/article/view/10090; Perlingieri, P. El Derecho en la legalidad constitucional. Según el sistema 
italo-comunitario de las fuentes. Dykinson, Madrid, 2008, Traducción y comentarios a la 3ª edic ita-
liana coord. por A. Luna Serrano y C. Maluquer de Motes y Bernet; Perlingieri, P. “Por un derecho ci-
vil constitucional español”, Anuario de Derecho Civil, Vol. 36, Nº 1, 1983, pp. 1-16; Corral Talciani, 
Hernán: “Constitucionalización del Derecho Civil. Reflexiones desde el sistema jurídico chileno”, De-
recho Civil Constitucional, Coord. C. Villabela Armengol, L. B. Pérez Gallardo y G. Molina Carrillo, 
Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla-Grupo Editorial Mariel S. C., Universidad de la Sabana, Mé-
xico, 2014, pp. 1-16; Landa Arroyo, C. “La constitucionalización del Derecho Civil: El derecho fun-
damental a la libertad contractual, sus alcances y sus límites”, Themis 66 Revista de Derecho, PUCP, 
2014, pp. 309-327; Ariza, A. “Aspectos constitucionales del Derecho Civil”, Trabajos del Centro, 
Centro de Investigaciones en Derecho Civil, Rosario, 1995, pp. 57-63; Arrubia Paucar, J. A. “La cons-
titucionalización del Derecho Privado”, Nuevo Derecho, Vol. 5, Nº 7, Envigado/Colombia, Jul.-Dic. 
2010, pp. 47-73; Barber Cárcamo, R. “La Constitución y el Derecho Civil”, Revista Electrónica de 
Derecho de la Universidad de La Rioja N° 2, La Rioja, 2004, pp. 39-52; Favoreu, L. J.: “La constitu-
cionalización del Derecho”, Revista de Derecho (Valdivia), Vol. XII, Agosto 2001, http://mingaonline. 
uach.cl/scielo.php; Quinche-Ramírez, M.F. “La constitucionalización y la convencionalización del De-
recho en Colombia”, Revista Jurídicas, 13 (1), 2016, pp. 43-63; Mantilla Espinosa, F. “La constitucio-
nalización” del Derecho Privado”, Revista Oficial del Poder Judicial, 1/2, 2007, pp. 245-262;  
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existe un factor de influencia de la Constitución sobre el Derecho Civil, que deriva del 
reconocimiento constitucional de numerosos principios que han obligado a revisar todo 
el ordenamiento jurídico privado. En tal sentido, la Constitución ha ocupado un papel 
motor de cambio, de energía renovadora del Derecho Civil19. 
III.  LA CONSTITUCIONALIZACIÓN PROPIAMENTE DICHA O EN SEN-

TIDO ESTRICTO 

La constitucionalización propiamente dicha o en sentido estricto se presenta en 
términos muy simples como la incorporación de instituciones o figuras de rango legal 
expresamente al texto constitucional. Es decir, el Constituyente incluye en determinadas 
normas constitucionales aspectos que bien podrían ser regulados en una ley, pero que 
sin embargo, prefiere referir expresamente bajo el carácter de norma suprema. Con ello, 
le confiere al instituto en cuestión un peso superior al común, porque no podrá ser su-
primido por normas jerárquicamente inferiores. 

Así planteado, salta a la vista que la figura ha de ser utilizada en forma comedida y 
restringida, pues no es tarea del Constituyente incorporar al texto fundamental todas las 
figuras o instituciones típicas de determinada materia. Primeramente, porque ese no es 
el sentido y el fin de las normas constitucionales. Y en segundo término porque la Carta 
Magna no cuenta con espacio material suficiente para incorporar la multiplicidad de 
instituciones civiles o de otra materia que se pudieran pretender20. 

 Si nos ubicamos en el ámbito del Derecho Civil, podemos decir por ejemplo, que 
en la Constitución de 1999 varias instituciones civiles fueron incorporadas expresamen-
te al texto fundamental, conformando un claro ejemplo de constitucionalización en sen-
tido propio o propiamente dicha. Tal fue el caso del artículo 77 que dispone: “Se prote-
ge el matrimonio entre un hombre y una mujer, fundado en el libre consentimiento y en 
la igualdad absoluta de los derechos y deberes de los cónyuges. Las uniones estables 
de hecho entre un hombre y una mujer que cumplan los requisitos establecidos en la ley 
producirán los mismos efectos que el matrimonio” (Destacado nuestro).  La incorpora-
ción de la unión de hecho estable o unión concubinaria al texto constitucional fue un 
ejemplo típico de constitucionalización de una institución civil, que, curiosamente, ha 
sido escuetamente regulada en el Código Civil. El asunto causó conmoción en la doctri-
na que criticó tal incorporación constitucional, clamando por la necesidad de desarrollo 
legislativo, pretendiendo desconocer el contenido de la norma, llegándose incluso a 
afirmar su sentido programático. La amplitud y complejidad del tema, la hemos intenta-
do referir en otras oportunidades21. Pero lo cierto es, que no solo el matrimonio está 

 
19     Llamas Pombo, Eugenio. Orientaciones sobre el concepto y método del Derecho Civil, Rubinzal-

Culzioni Editores, Argentina, 2002, p. 117. 
20       Casal, Jesús María. Constitución y Justicia Constitucional. (Los fundamentos de la justicia constitu-

cional en la nueva Carta Magna), UCAB, Caracas, 2000, p. 33, no es tarea del Constituyente realizar 
una regulación detallada de las materias que aborde, pues el texto fundamental ha de ser realista y mo-
desto; Sagués, Nestor. Teoría de la Constitución, Astrea, Buenos Aires, 2001, p. 61, las Constituciones 
modernas incluyen temas típicos de otras áreas, normalmente de contenido “subconstitucional” (co-
mercial, laboral, civil, etc.). Tal decisión del Constituyente es legítima si es ejercida con prudencia 
porque equivale a “constitucionalizar” dichas áreas. 

21      Véanse nuestros trabajos y la bibliografía allí citada: La unión de hecho estable o unión concubinaria 
en Venezuela, Actualidad Jurídica Iberoamericana Nº 11, IDIBE, agosto 2019, pp. 352-401, 
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referido en la norma constitucional, sino una figura que el Constituyente pretendió cal-
car a semejanza de éste, a saber, la unión de hecho estable. La sentencia líder de la ma-
teria de la Sala Constitucional (1682/2005) indicó los efectos comunes que compartía la 
unión estable con el matrimonio. Tiempo después, la misma Sala descartó que la unión 
homosexual podría quedar amparada en la norma constitucional (190/2008) pues la ci-
tada disposición se refiere expresamente a un hombre y una mujer22, aunque reciente-
mente la Sala alude a familia homoparental23.  

Otro ejemplo de constitucionalización en el ámbito civil fue la incorporación de las 
facultades del derecho patrimonial por excelencia al texto de la Carta Fundamental. In-
dica el artículo 115 de la Constitución de 1999: “Se garantiza el derecho de propiedad. 
Toda persona tiene derecho al uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes. La pro-
piedad estará sometida a las contribuciones, restricciones y obligaciones que establez-
ca la ley con fines de utilidad pública o de interés general. Sólo por causa de utilidad 
pública o interés social, mediante sentencia firme y pago oportuno de justa indemniza-
ción, podrá ser declarada la expropiación de cualquier clase de bienes” (Destacado 
nuestro). La referencia expresa a las facultades del derecho de propiedad se perfila cier-
tamente como un caso típico de constitucionalización propiamente dicha. Si bien la vi-
gente disposición constitucional cambia la expresión “función social” del texto de 1961 
por “utilidad pública e interés general”, se admite que ciertamente subyace en el texto 
actual la “función social”24. Se aprecia referencia expresa a los derechos económicos 

 
http://idibe.org; “Las uniones concubinarias en la Constitución de 1999”, Revista de Derecho N° 17, 
Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2005 (abril), pp. 215-247; “Más sobre las uniones estables de 
hecho (según la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia)”, Revista de Derecho N° 27, 
Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2008, pp. 133-167. Véase sobre Colombia: Hernández-
Mendible, Víctor Rafael: “La constitucionalización de la unión marital de hecho a través de la juris-
prudencia”, Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia N° 10-III edición homenaje a María 
Candelaria Domínguez Guillén, 2018, pp. 913-956. 

22      Véase: Brewer-Carías, Allan R. La Constitución de 1999, edit. Arte, 2ª ed., Caracas, 2000, cit., p. 178, 
refiere que la norma precisa que las uniones estables entre hombre y mujer que cumplan los requisitos 
de ley que cumplan los mismos efectos que el matrimonio. Se disipó así, toda duda sobre la posibilidad 
de que pudiese consolidarse legislativamente en Venezuela, matrimonio o uniones estables que no sea 
entre hombre y mujer; Domínguez Guillén, María C.: “Breves consideraciones jurídicas sobre las 
uniones homosexuales en el marco de la Constitución venezolana”, Revista Cuestiones Jurídicas, Vol. 
VII, Nº 1, Universidad Rafael Urdaneta, 2013, pp. 11-40, www.revistas.uru.edu.  

23       Véase: TSJ/SConst., Sent. N° 1187 de 15-12-16. 
24      Véase: Villegas Moreno, J. L “El derecho de propiedad en la Constitución de 1999”, Estudios de De-

recho Administrativo, Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas, 20 años Especialización en Derecho Administrativo, Tribunal Supremo de Justi-
cia, Vol. II, Caracas, 2001, pp. 569-573, en relación con la consagración del derecho de propiedad en 
la Constitución de 1999, respecto a la de 1961, hemos de observar que no se establece que la propiedad 
privada tiene una función social. Se enumeran los atributos del derecho de propiedad (uso, goce, dis-
posición), que era materia de rango legal. En cuanto a la expropiación se exige que el pago de la justa 
indemnización sea oportuno La mayoría de las constituciones latinoamericanas tienen un contenido 
similar en cuanto a este sometimiento a la propiedad a esta función social. El artículo 115 de la Consti-
tución de 1999 con referencia a la propiedad privada dice que la misma estará sometida a las contribu-
ciones, restricciones y obligaciones que determine la ley “con fines de utilidad pública o de interés ge-
neral”. A diferencia de la Constitución de 1961 que utilizaba la terminología “función social de la pro-
piedad” encontramos que el Constituyente acude a dos conceptos jurídicos indeterminados para esta-
blecer las limitaciones a la propiedad privada: utilidad pública e interés general. Pero de cualquier 
forma creemos que subyace en la norma constitucional la cláusula de la función social de la propie-
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(arts. 112 al 11825) y otras normas relativas al ámbito de Bienes y Derechos Reales26 o 
Derecho de Bienes27. 

Hay otros ejemplos de derechos personalísimos28 incorporados expresamente al 
texto constitucional que hemos referido (no  obstante el carácter enunciativo de los de-
rechos29), tales como la distinción que incorporó el artículo 60 constitucional entre pri-

 
dad. Creemos que las Constituciones modernas han seguido, en relación a la cláusula de la función so-
cial de la propiedad, la fórmula contenida en la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania 
de 1949, artículo 14, apartado 2, que dice: “La propiedad obliga, y su uso debe servir al mismo tiempo 
al bienestar general”. Esto significa el reconocimiento de que el derecho de propiedad no está puesto 
exclusivamente al servicio del interés de su titular, sino que entraña el reconocimiento de que en la si-
tuación de propiedad se concitan o pueden reconocerse otros intereses distintos y un interés público 
general. A esta óptica, que entiende la función social como un límite externo, se contrapone, según 
Rodríguez-Arias, otra dirección doctrinal, que al autor le parece más acorde con la disciplina surgida 
del constitucionalismo social, que considera la función social como interiorizada en el derecho, que, a 
partir de este momento, no es sólo un conjunto de facultades suficiente o convenientemente delimita-
das, sino también una fuente de especiales deberes de conducta que recaen sobre el propietario. Se en-
cuentra en esta línea, sobre todo, la limitación que puede imponerse al goce de la propiedad en aten-
ción al destino económico asignable a los bienes. En el sistema absolutista de la propiedad, propio de 
la tradición liberal, determinar el destino económico del bien era obra de la acción individual del pro-
pietario; Fernández, Gerardo en el epílogo del libro: Pereira Pizani, Isabel y Quiñones Rafael: Por un 
país de propietarios. Cedice Libertad. Caracas, 2016, p. 198,  la propiedad, en Venezuela se ha regula-
do, como un derecho limitado, desde 1914 y hasta el vigente artículo 115 de la Constitución de 1999, 
la cual les dio rango constitucional a sus atributos (“uso, goce, disfrute y disposición”), que pueden ser 
limitados en atención a la función social -noción que se introduce en la Constitución de 1947- y el inte-
rés público. Véase también: TSJ/SConst., Sents. N° 1178 de 13-8-09; N° 403 de 24-2-06; N° 881 de 
26-6-12; N° 2855 de 20-11-12. 

25       Libertad de empresa (art. 112), prohibición de monopolios (art. 113), delitos económicos (art. 114), 
prohibición de confiscación (art. 116), protección al consumidor (art. 117), cooperativas de trabajado-
res (art. 118). 

26       Véase con relación a la propiedad los artículos 55, 307, y 119. Los derechos intelectuales, artículos 98 
y 124. Se aprecia referencia a costas marinas, yacimientos mineros y de hidrocarburos (art. 12), las 
aguas (art. 304), acciones de Petróleos de Venezuela (art. 303), las armas de guerra (art. 324), los eji-
dos (art. 181). 

27      Véase: Pérez Fernández, C. y M. C. Domínguez Guillén. “El Derecho de Bienes en Venezuela”, Juris-
prudencia Argentina 2017-I, N° 8, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2017, pp. 15-23. Véase también: De 
la Rosa, D. “Constitucionalización del Derecho Privado y sus implicancias en el nuevo Código Civil y 
Comercial de la Nación y en especial los derechos reales”, Revista Anales de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales. UNLP, Año 14 / Nº 47 – 2017, pp. 690-709, http://sedici.unlp.edu.ar/bitstream/ 
handle/10915/66104/Docu-mento_completo.pdf-PDFA.pdf?sequence=1&isAllowed=y 

28      Véanse nuestros: “Innovaciones de la Constitución de 1999 en materia de derechos de la personali-
dad”, Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas N° 119, Universidad Central de Vene-
zuela, Caracas, 2000, pp. 17-44; “Los derechos de la personalidad: breve referencia a su proyección 
constitucional”, “Cuestiones Jurídicas”, Revista de Ciencias Jurídicas de la Universidad Rafael Urda-
neta, Vol. 11, N° 1, enero-junio 2017, pp. 39-65, http://200.35.84.134/ojs-2.4.2/index.php/cj/article/ 
view/481. Véase indicando que tales derechos pueden estudiarse desde la perspectiva del Derecho Pú-
blico y del Derecho Privado. Véase también: De Verda y Beamonte, J. R.: “Los derechos fundamenta-
les de la personalidad (al honor, a la intimidad y a la propia imagen) como categoría unitaria”, Revista 
Boliviana de Derecho Nº 23, Enero 2017, p. 59, propone una categoría única y transversal, la de los 
“derechos fundamentales de la personalidad”, en la que confluyan las dos visiones clásicas del fenó-
meno, aunque los constitucionalistas aludan a derechos fundamentales y los civilistas a los derechos de 
la personalidad. 

29       Derivada de la cláusula enunciativa en materia de derechos de la persona (art. 22) que data del texto 
constitucional de 1858. Véase: Brewer-Carías, Allan R. Principios Fundamentales de Derecho Públi-
co, Editorial Jurídica Venezolana, Cuadernos de la Cátedras Allan R. Brewer-Carías N° 17, Universi-
 



PRIMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN Y CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL DERECHO CIVIL 

437 

vacidad e intimidad, así como la referencia expresa a la “imagen”, o el artículo 128 rela-
tivo a la autodeterminación informativa;  el artículo 59 que refiere además del nombre 
civil y la inscripción en el Registro del Estado Civil, la necesidad de coincidencia entre 
filiación legal y biológica, sin perjuicio de que la propia Carta Magna admita excepcio-
nes como la adopción. Lo mismo vale decir de los incapaces de obrar (arts. 78,79 y 
80)30 y discapacitados (art. 81)31. Ello amén de que algunas figuras estudiadas en Dere-
cho Civil, como el concebido, sufrieran un cambio de redacción no sustancial en la 
Constitución vigente, dado el carácter irreversible de los derechos humanos32. Se apre-
cian múltiples instituciones civiles que encontraron expresa referencia en normas de la 
Constitución de 199933. En tal caso, se alude a la constitucionalización de tales figuras, 
las cuales adquieren un valor superior e imperativo, que debe ser respetado por refor-
mas o normas legales o sublegales.  

La constitucionalización del Derecho Civil en el estricto sentido de incorporar ins-
titutos característicos de la materia tuvo un espacio en la Constitución de 1999. Así lo 
ha evidenciado tangencialmente la propia doctrina de Derecho Público al referirse a 
instituciones civiles34. La constitucionalización propiamente dicha depende de la volun-
tad de Constituyente. La que veremos de seguidas es obligación del intérprete.  

 
dad Católica Andrés Bello, Caracas, 2005, pp. 129-132; Martínez, A. Y. e I. Faría Villareal; “La cláu-
sula enunciativa de los derechos humanos en la Constitución venezolana”, Revista de Derecho N° 3, 
Tribunal Supremo de Justicia, Caracas, 2001, pp. 133-151. Véanse también nuestros trabajos: “Pano-
rama de los Derechos de la persona en las distintas Constituciones de Venezuela”, Revista de Derecho 
de la Defensa Pública N° 2, Caracas, 2016, pp. 55-88; Domínguez Guillén, M.C.: “Primacía de la per-
sona en el orden constitucional”, El Estado constitucional y el Derecho Administrativo en Venezuela. 
Libro Homenaje a Tomas Polanco Alcántara, Universidad Central de Venezuela, Instituto de Derecho 
Público, Caracas, 2005,  cit., pp. 309 y 310.   

30      Véase nuestro: “La protección constitucional de los incapaces”, Temas de Derecho Administrativo. 
Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani. Colección Libros Homenaje N° 7. Vol. I, Tribunal Supre-
mo de Justicia, Caracas, 2002, pp. 609-658. 

31       Véase ambos de Torrealba Sánchez, Miguel Ángel y María C. Domínguez Guillén: Aspectos generales 
del régimen legal de la discapacidad (especial referencia al autismo), Revista de Derecho Nº 34. Tri-
bunal Supremo de Justicia, Caracas, 2012, pp. 157-186; Régimen legal de la discapacidad en Venezue-
la (especial referencia al autismo), Personas con discapacidad: miradas jurídicas en clave conven-
cional, L. Pérez Gallardo (Director), C. A. Agurto Gonzáles, S. L. Quequejan Mamani y B. Choque 
Cuenca, (Coord), Biblioteca de Derecho Privado en América Latina, Ediciones Olejnik, Argentina, 
2018, pp. 13-43. 

32       Véase nuestro trabajo: “Situación del nasciturus en la Constitución de 1999”, Libro Homenaje a Enri-
que Tejera París. Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Cara-
cas, 2008, pp. 133-56. Véase también: Ribeiro Sousa, Dilia María: “Situación Jurídica del concebido 
ante los avances de la ciencia (Especial referencia al tratamiento del concebido en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, y sus diferencias con la Constitución de 1961)”, Revista de la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas N° 118, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 2000, 
p. 290; Correa Martín, María Alejandra: “La progresividad e interrelación de los derechos, una conci-
liación necesaria en la evolución jurídica”, Libro Homenaje al Profesor Eugenio Hernández-Bretón, 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales/Editorial Jurídica Venezolana/ Baker McKenzie, T. IV, Ca-
racas, 2019, pp. 2825-2842, especialmente p. 2837. 

33      Véase nuestro: “Algunos aspectos de la personalidad jurídica del ser humano en la Constitución de 
1999”, El Derecho Constitucional y Público en Venezuela. Homenaje a Gustavo Planchart Manrique. 
Universidad Católica Andrés Bello y Tinoco, Travieso, Planchart & Nuñez, Abogados, Caracas, 2003, 
T. I, pp. 215-265. 

34      Véase nuestra reseña de: Allan R. Brewer-Carías y el Derecho Civil, Ochenta años de Allan R. Bre-
wer-Carías, miembro fundador de AVEDA, 10 pp.  http://www.aveda.org.ve/80-abc/. Así mismo pue-
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IV. LA CONSTITUCIONALIZACIÓN EN SENTIDO AMPLIO, INTERPRE-
TATIVA O IMPROPIA 

La modalidad de constitucionalización antes citada, si bien es la tradicionalmente 
referida cuando se alude al término, no luce como la más frecuente ni la más importan-
te. Ello, pues es obvio que, si el Constituyente decide incorporar un instituto a su texto, 
no queda mucho que discutir al doctrinario o al legislador, salvando el supuesto excep-
cional de que una norma del texto constitucional contraríe un “principio” de la propia 
Carta Fundamental. 

Se presenta entonces una forma más sencilla y común de constitucionalización del 
Derecho Civil o de cualquier otra materia, a saber, interpretar las normas en general, de 
cualquier rango (legal, reglamentario, etc.) a la luz de la constitucionalidad derivada de 
la Carta Fundamental.  Ello ciertamente es producto del principio de la supremacía de la 
Constitución, que se impone jerárquicamente y no como una simple idea teórica.  

De tal suerte que, aunque una norma no haya sido declarada formalmente por el 
ente competente como contraria a la Constitución, el intérprete está en la necesaria 
obligación de cuestionarse su constitucionalidad como fase necesaria en el proceso de 
interpretación. El control concentrado de la constitucionalidad que hace el máximo ente, 
así como el control difuso de la misma que hace el Juzgador, son manifestaciones de la 
supremacía de la Carta Magna35. Esto pues, entre los elementos a considerar en la inter-
pretación normativa se ubican el: gramatical, lógico o teleológico, sociológico, histórico 
y sistemático. Este último permite contrastar la disposición a interpretar como parte de 
un “sistema” normativo en que la Constitución es la norma suprema o fundamental36. 

El rango de norma suprema que tiene la Constitución se pone de manifiesto tanto 
en la fase de elaboración de las leyes como en la fase de su interpretación y aplicación, 
que exige tenerla en cuenta para contrastar con ella los resultados obtenidos, y como 
directiva de sus búsqueda. Cualquiera que sea el intérprete, público o privado, judicial o 

 
de verse sobre los Derechos Civiles: Peña Solís, José: Lecciones de Derecho Constitucional Venezo-
lano, Los derechos civiles, Edit. Paredes, Caracas, 2012, pp. 39-43. 

35      Véase: Suárez-Manrique, W. Y. “La constitucionalización del derecho en el ordenamiento jurídico 
colombiano”, Vniversitas N° 129, Colombia, 2014, p. 323, La garantía de la Constitución implica, por 
su parte, que debe haber órganos y procedimientos que pretendan hacer valer la supremacía de la 
Constitución. En el ordenamiento jurídico, diferentes actores están encargados de la tarea de velar por 
la supremacía constitucional. Bien sea de forma directa o indirecta, mediante acciones de tutela o am-
paro, o acciones de inconstitucionalidad o de revisión constitucional, bien se trate de controles difusos, 
concentrados, especializados o generales, lo importante es que se hayan establecido procedimientos y 
órganos para respetar las posibles infracciones al contenido constitucional; Farías Rodríguez, M. G. 
“Control difuso y control concentrado de la constitucionalidad de las leyes”, Revista de Derecho Cons-
titucional N° 9, enero-diciembre 2004, pp. 159-187; Haro, J. V.: “El sentido y alcance del control difu-
so de la constitucionalidad”, Revista de Derecho Constitucional N° 4, enero-julio 2001, pp. 275-287; 
Haro García, J.V. “El control difuso de la constitucionalidad en Venezuela: el estado actual de la cues-
tión”, Revista de Derecho Constitucional N° 9, enero-diciembre 2004, p. 253; Brewer-Carías, Allan R. 
“Bases del sistema concentrado de justicia constitucional”, Revista de Derecho Público N° 52, octu-
bre-diciembre 1992, pp. 25-39. 

36      Véase nuestros: Manual de Derecho Civil I Personas, Paredes, Caracas, 2011, p. 34; Ensayos sobre 
capacidad y otros temas de Derecho Civil, TSJ, 3ª edic., Caracas, 2010, p. 747; “Sobre la noción de 
Derecho Civil”, Revista de la Facultad de Derecho Universidad Católica Andrés Bello N° 62-63 
2007-2008, 2010, pp. 96 y 97. 
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administrativo, deberá acomodarse a los principios y reglas constitucionales.  Su fun-
damento general se encuentra en la apreciación del ordenamiento como unidad; el es-
pecial, reside en la primacía de la Constitución que constituye el contexto dominante o 
necesario en toda interpretación37.  

Si partimos del valor normativo de la Constitución, como la primera de las normas 
que integran el ordenamiento jurídico, encontramos que afecta nada menos el sistema 
de fuentes formales de Derecho, pues determina los criterios de validez y obligatoriedad 
de las leyes y reglamentos. La primacía de la Constitución sobre el resto del ordena-
miento condiciona también la labor interpretativa de las leyes civiles38.  

La Constitución ha penetrado en todas las áreas del Derecho, pues la interpreta-
ción, como proceso complejo necesario a la aplicación del Derecho, debe tener por nor-
te el carácter superior de las normas y principios constitucionales39. Todos los jueces 
están obligados a interpretar las normas la luz de la Constitución, en su diario trajinar. 
Lo que comporta que la Sala Constitucional luce como intérprete máximo, mas no ex-
clusivo, del texto constitucional, tal como se colige del art. 33540. La Constitución como 
norma rectora y superior debe ser guía en la interpretación de normas de rango inferior41 
en materia de Derecho Privado General42. Se alude a las bases constitucionales del De-
recho Privado43 o la eficacia normativa material de la Constitución en el Derecho Priva-
do44. La expresión “constitucionalización del Derecho Privado” supone la posibilidad 
de aplicar las normas de carácter constitucional sin necesidad de realizar una reglamen-
tación de ellas45, pues se ha superado el carácter meramente programático de las normas 
constitucionales. 

 
37      De la Higuera González, Luis María y otros: “Las normas jurídicas. Fuentes, interpretación, aplicación 

y eficacia general. Parte Tercera. Interpretación y aplicación de las normas”, Instituciones de Derecho 
Privado, T. I, Personas, Vol. I, (Coord. J. A. Martínez Sanchiz y Coord. General J.F. Delgado de Mi-
guel), Consejo General del Notariado/Civitas, Madrid, 2003, p. 246 (cursivas originales). 

38      Llamas Pombo: ob. cit., p. 120, se debe exigir una reinterpretación conforme a la propia Constitución 
de instituciones y principios asumidos en la esfera de nuestra disciplina. La Constitución representa el 
contexto necesario de todas las normas jurídicas a efectos de aplicación e interpretación, que da un 
nuevo sentido al sentido y finalidad de esas normas.  

39       Domínguez Guillén: “Trascendencia de”, ob. cit., p. 54. 
40      Véase: Casal, Jesús María. Constitución y Justicia Constitucional. (Los fundamentos de la justicia 

constitucional en la nueva Carta Magna), Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 2000, p. 83. 
41      Rodríguez Piñero. ob. cit., p. 35, la Constitución debe ser guía de interpretación de las normas a ellas 

subordinadas. 
42       Merino Acuña, R. A.. “La tutela constitucional de la autonomía contractual. El contrato entre poder 

público y poder privado”, El Derecho Civil patrimonial en la Constitución, T. C. Guía 2, Gaceta Jurí-
dica, Perú, 2009, pp. 51-61; González Dávila, R: La constitucionalización del derecho privado y la ac-
ción de protección frente a particulares, https://www.inredh.org/archivos/.../accion_proteccion_parti-
culares_richardgonzales.p... resulta evidente que los efectos de la constitucionalización del Derecho 
Privado mediante el efecto directo, indirecto y el deber de protección de los derechos constitucionales 
frente a particulares, existentes en nuestro ordenamiento jurídico, no son distintos, sino complementa-
rios, dando como resultado en su conjunto accionar que la línea fronteriza entre el Derecho Público y 
el Derecho Privado desaparezca. 

43       Véase: Rodríguez Piñero: ob. cit., pp. 23-37. 
44       Merino Acuña: ob. cit., p. 47. 
45      Arévalo guerrero, I. H.: I. H. Bienes Constitucionalización del Derecho Civil, Universidad Externado 

de Colombia, 2ª ed., Colombia, 2017,  p. 31. 
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La constitucionalización no solo ha de entenderse como la incorporación de dere-
chos o instituciones al texto fundamental normativo, sino también como instituidora de 
reglas y principios que poseen materialidad informadora de todo el ordenamiento jurí-
dico46. Hemos seguido así la tesis que postula que la expresión constitucionalización 
también supone entonces la imperiosa necesidad de interpretar las normas conforme a la 
Constitución. En el ámbito específico del Derecho Civil, tuvimos oportunidad de pa-
searnos por ejemplos de tal supuesto en las diversas asignaturas, tales como Derecho de 
la Persona y Derecho de Familia (de contenido extrapatrimonial) como en el área de 
Derecho de Bienes y Derecho de Obligaciones (de contenido patrimonial).  En muchas 
de las instituciones de cada una de tales materias, el intérprete podrá encontrar normas 
constitucionales que apoyan una determinada interpretación del Derecho Civil47.    

Así por ejemplo, en materia de Derecho de la Persona o Derecho Civil I, se evi-
dencia su conexión constitucional porque el Derecho existe por y para la persona48. 
Múltiples instituciones han sido referidas por decisiones de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia. Lo que denota que, al margen de estar de acuerdo con la 
respectiva interpretación, es indudable que las figuras civiles mal pueden prescindir de 
la Carta Fundamental. Vale citar entre otras tantas, por ejemplo, las asociadas al nombre 
(art. 5649), patria potestad50 o edad mínima para contraer matrimonio51. 

En materia de Derecho de Familia vale citar entre otras tantas,  la insólita posibili-
dad de sostener el reconocimiento del hijo de la mujer casada por un tercero distinto al 
cónyuge52 , la impugnación de la paternidad por un sujeto distinto al cónyuge de la ma-
dre53, la admisión de la inseminación post mortem del difunto esposo de la madre54. El 

 
 46     Carvalho de Vasconcelos, R. “Constitucionalização e Direito Internacional Privado no Brasil”, Rev. 

Secr. Trib. perm., Año 4, Nº 7, Mayo 2016,  pp. 187 y 188. 
47       Véase nuestro: Derecho Civil Constitucional…, ob, cit., pp. 83 y ss. 
48       Domínguez Guillén:  “Primacía de”, ob. cit., pp. 299-320. 
49    Véase: TSJ/SConst, Sent. N° 1710 de 18-12-15; TSJ/SConst., Sent. N° 767 de 18-6-15; TSJ/SConst, 

Sent. N° 1020 de 11-08-00 
50       Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 1763 de 14-8-07; TSJ/SConst., Sent.  N° 284 de 30-4-14. 
51      Véase: TSJ/SConst., Sent. N° 1353 de 16-10-14, Anuló parcialmente el artículo 46 CC que establecía 

14 años para la mujer y 16 para el varón; Arteaga Flamerich, M. F.: “El matrimonio y la nulidad par-
cial del artículo 46 del Código Civil”, Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia N° 11, 
2018,  pp. 339-365, www.rvlj.com.ve   

52     Véase: TSJ/SConst., Sent. N° 1443 del 14-8-08 incluyendo voto salvado; Varela Cáceres, E. L.: “La 
identidad biológica y la filiación: Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo de Justicia, en Sala 
Constitucional Nº 1443 de fecha 14 de agosto de 2008”, Revista de la FCJP Nº 134, UCV, Caracas, 
2009, pp. 219-269. 

53       TSJ/SConst., Sent. Nº 868 de 8-7-13. 
54       Cercenando el derecho de todo hijo a tener un padre y una madre. Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 1456 

de 27-7-06; Martínez S., H. J.: “Fertilización post mortem”, Revista Venezolana de Legislación y Ju-
risprudencia N° 11, 2018, pp. 367-396, www.rvlj.com.ve. Véanse nuestros trabajos: “Breve referencia 
a la filiación post mortem”, Revista de la FCJP Nº 134, UCV, Caracas, 2009, pp. 195-217: “Breves 
notas sobre reproducción asistida y bioética en Venezuela”, En: La protección multinivel de los dere-
chos fundamentales en Europa y en América Latina, a cura di Angelo Viglianisi Ferraro, Pubblicazioni 
dell’ Università degli Studi Mediterranea di Reggio Calabria, 26, Edizioni Scientifiche Italiane, Napoli 
2018 pp. 191-204. Véase también referencia a la reproducción artificial, citada supra: TSJ/SConst., 
Sent. N° 1187 de 15-12-16, el respectivo voto salvado “…esta Sala Constitucional ha debido centrar 
sus análisis en el reconocimiento del derecho de toda persona, en especial de todo niño o niña, a cono-
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divorcio ha sido sustancialmente modificado por las decisiones de la Sala Constitucio-
nal en lo atinente al procedimiento del artículo 185A del CC55, la no taxatividad de las 
causales de divorcio del artículo 185 del CC56, el desafecto o incompatibilidad de carac-
teres57 y la atribución de competencia a los jueces de Municipio asignada originalmente 
a los jueces de paz comunal58 por la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Jus-
ticia de Paz Comunal59.  

En lo que atañe al Derecho Sucesorio, por su triple vinculación con la persona, la 
familia y el patrimonio, tampoco puede estimarse inmune a la influencia constitucio-
nal60. El valor justicia, con expresa consagración constitucional, bien puede encontrar 
justificación en algunas instituciones del Derecho de Sucesiones, tales como la legítima 
y el orden legal de suceder61. La libertad se evidencia en el acto testamentario como 
manifestación de la libre autonomía de la voluntad. Pueden citarse algunas decisiones 
de la Sala Constitucional de la materia como la vocación hereditaria de la concubina 
(1682/2005 citada supra), la nulidad parcial del artículo 84562 del CC, la herencia ya-
cente63 y el acceso a la declaración de únicos y universales herederos con el acta respec-

 
cer y que sea legalmente reconocida su identidad como parte fundamental de su personalidad, y, no, en 
interpretar el artículo 75 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela…” (destacado 
nuestro). 

55      TSJ/SConst. Sent. Nº 446 de 15-5-14; Espinoza Melet, M. A: “La transformación del artículo 185-A 
del Código Civil”, Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia N° 4, Caracas 2014, pp. 233-
250. 

56       TSJ/SConst., Sent. N° 693 de 2-6-15; Varela Cáceres, E. L.: “La última sentencia de divorcio de la 
Sala Constitucional (comentarios a la sentencia N° 693 de fecha 2 de junio de 2015)”, Revista Venezo-
lana de Legislación y Jurisprudencia N° 6, Edición Homenaje a Arturo Luis Torres-Rivero, 2016, pp. 
145-190; Sanquirico, F.: “El principio expressio unius est exclusio alterius en el artículo 185 del CC y 
la sentencia de la Sala Constitucional del TSJ Correa Rampersad, Derecho y Sociedad”, Revista de la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Monteávila, 12, UMA, Caracas, No-
viembre 2016, pp. 239-248.  

57      Véase todas del TSJ/SConst., Sent. N° 1710 del 18-12-15; N° 1070 de 9-12-16; Sent. N° 0276 de 16-
8-19; Sent. N° 2 de 30-1-19. 

58       TSJ/SConst., Sent. 1710 de 18-12-15. 
59       G.O. Nº 39.913 de 2-5-12, artículo 8, ord. 8. Véase calificando la norma de “inconstitucional” por 

tratarse de un asunto de orden público;  Pellegrino Pacera, C. G.: “Algunos comentarios sobre la 
(in)constitucionalidad de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de Paz Comunal”, Revista Vene-
zolana de Legislación y Jurisprudencia Nº 2, Caracas, 2013, p. 318. 

60     Arce y Flórez-Valdés: ob. cit., p. 78, la Constitución española reconoce el Derecho a la herencia; Hes-
se, K.: Derecho Constitucional, cit., p. 86, cita la herencia, la propiedad, la libertad contractual y de 
asociación como garantías que precisan ser más desarrolladas por el Derecho Privado.  

 61     Véanse nuestros trabajos: Manual de Derecho Sucesorio, RVLJ, Caracas, 2ª edic., 2019, www.rvlj. 
com.ve; Perspectivas del Derecho Sucesorio Venezolano, “Hacia un nuevo Derecho de Sucesiones”, 
Leonardo B. Pérez Gallardo (Coord.), Grupo Editorial Ibáñez, Bogotá, 2019, pp. 253-294; “La familia: 
su proyección en la sucesión legal y en la sucesión forzosa”, Jornadas Franco-venezolanas de Dere-
cho Civil, Nuevas Tendencias en el Derecho Privado y Reforma del Código Civil Francés. Capítulo 
Venezolano de la Asociación Henri Capitant Des Amis de la Culture Juridque Francaise, Coord: José 
J. Annicchiarico, S. Pinto y P, Saghy, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2015, pp. 63-89; Institu-
ciones fundamentales de Derecho Civil, Colección Estudios N° 2, Centro Latinoamericano de Estudios 
e Instituciones Jurídicas (Cenlae), Caracas, 2019, pp. 269-312. 

62       Véase: Sent. Nº 1342 de 9-10-12. 
63       Véase: TSJ/SConst., Sents. Nº 2538 de 8-11-04; Nº 1234 de 13-7-01. 
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tiva del estado familiar sin precisarse trámite alguno administrativo64. La eliminación 
del carácter punible al adulterio65 deriva en que, en materia de “indignidad” sucesoral o 
de obligación alimentaria, su prueba debe acontecer en sede civil66. 

En materia patrimonial, en lo atinente a la consideración de normas constituciona-
les que pueden inspirar interpretaciones válidas, por ejemplo, en las Obligaciones, he-
mos expresado que el valor constitucional de justicia (arts. 1 y 2) pueden servir de base 
para la procedencia de figuras como la corrección monetaria, la teoría de la imprevisión, 
la compensación, la prohibición de enriquecimiento sin causa, la excepción de incum-
plimiento y el deber de no dañar a los demás67.  Porque la justicia mal puede verse co-
mo una abstracción que no tenga aplicación efectiva en materia de interpretación patri-
monial68. La protección del crédito tiene expresa consagración constitucional mediante 
la tutela judicial efectiva (art. 26)69. También se alude a “constitucionalización” del De-
recho de daños, porque la Carta Magna protege a la persona en la contratación y la rela-
ción obligatoria70. La incidencia de la constitucionalización del Contrato es una conse-
cuencia de la más vasta constitucionalización del Derecho Civil71. Se alude así a “justi-
cia contractual”72. La justicia general no es justicia, por lo que el poder judicial 

 
64       Véase: TSJ/SConst., Sent. N° 242 de 9-4-14. 
65     Véase: TSJ/SConst., Sent. 738 de 11-8-16; Riquezes Contreras, O.: “La sentencia 738/2016 de la Sala 

Constitucional y los artículos 394 y 395 del Código Penal ¿Se eliminó la discriminación por el sexo o 
se creó otro problema?”, Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia N° 9, 2017, pp. 183-202, 
www.rvlj.com.ve  

66      Véanse nuestros: Instituciones fundamentales, ob. cit., pp. 293-296; Manual de Derecho Sucesorio, ob. 
cit., pp. 240-245. 

67    Domínguez Guillén, M. C.: “Proyección constitucional del Derecho de Obligaciones”, Revista Venezo-
lana de Legislación y Jurisprudencia N° 7 Edición Homenaje a José Peña Solís, 2016, T. I,  pp. 108-
110; Martín Pérez, J.A.: “El daño patrimonial y el daño moral: criterios para su resarcimiento”, IV Jor-
nadas Aníbal Dominici. Derecho de Daños. Responsabilidad contractual/extracontractual. Homenaje: 
Enrique Lagrange, Salaverría, Ramos, Romeros y Asociados, T. I, Caracas 2012, p. 265, las reglas y 
principios rectores del Derecho Privado se entienden incluidos en la “justicia” que, en el caso español, 
constituye, junto con la libertad, la igualdad y el pluralismo político, uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico. 

68       Véase: Domínguez Guillén: “Proyección constitucional”, ob. cit., pp. 87-123. 
69       Ibid., pp. 92-98. 
70     Morales Hervia, R: “Los contratos con deberes de protección: a propósito de la vinculación entre el 

Derecho Constitucional y el Derecho Civil”, Revista da Ajuris, Vol. 42, N° 139, Dezembro 2015, pp. 
285-311.  

71       Merino Acuña: ob. cit., p. 46. 
72      Véase: Cuenca, D.: “El orden público y la justicia contractual”.  Estudios en homenaje a la profesora 

Teresa Puente Departament de Dret Civil, Universitat de Valencia, Vol. II, 1996,   http://books.google. 
co.ve/books? isbn=8437028779; Pinto Oliveros, S.: “El contrato hoy en día: entre complejidad de la 
operación y justicia contractual”. En: I Jornadas Franco-venezolanas de Derecho Civil “Nuevas Ten-
dencias en el Derecho Privado y Reforma del Código Civil Francés”. Capítulo Venezolano de la Aso-
ciación Henri Capitant Des Amis de la Culture Juridque Francaise. Coord: José Annicchiarico, Sheral-
dine Pinto y Pedro Saghy. EJV, Caracas, 2015, pp. 247-272 (en la misma obra colectiva: Annicchiari-
co, J.: Un nuevo sistema de sanciones ante la inejecución del contrato?, p. 277, la revisión del contrato 
por el Juez en caso de alteración de las circunstancias es muestra de la tendencia de la existencia de un 
principio de justicia contractual); Jaramillo Jaramillo, C.: “Importancia de la interpretación contractual 
y esbozo de los sistemas tradicionales de interpretación de los contratos”, Los contratos en el Derecho 
Privado. Directores Académicos: F. Mantilla y F. Ternera, Legis/Universidad del Rosario, Colombia, 
2008, p. 40, la interpretación ha de estar siempre en función de la justicia contractual. 
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debería decidir lo conducente con base a la Constitución llegando al equilibrio 
contractual cuando medien excesos en los Contratos73. La temática del “contrato 
justo” apareció hace más de cincuenta años como hipótesis destructiva de la autonomía 
privada encontrando eco no solo entre los civilistas, sino en sede jurisprudencial, con-
fiándole al juez la valoración en la protección de intereses perseguidos, como en caso de 
ilicitud por un desequilibrio contractual inaceptable, contrario inclusive a los paráme-
tros constitucionales74.  Múltiples han sido las decisiones de la Sala Constitucional aso-
ciadas a la materia entre otras tantas75: la relativa a los créditos indexados76, tarjetas de 
crédito77o la “indivisibilidad” con base al orden público e interés social78. 

V.  PERSPECTIVAS A TÍTULO DE CONCLUSIÓN 

 La doctrina reseña los efectos y críticas de la constitucionalización a la que nos 
hemos referido en otras oportunidades79. Para algunos, un ordenamiento constituciona-
lizado supone una Constitución extremadamente “invasora” y “entrometida”, capaz de 
afectar la legislación, la jurisprudencia y la doctrina80, propiciando la pérdida de prota-
gonismo de las instituciones civiles, la vulgarización del Derecho81 y “una involución a 
formas”82.  En la doctrina patria, Saghy señala que ello genera inseguridad jurídica y 

 
73       Cárdenas Quirós, C. “Autonomía privada, contrato y Constitución”, Derecho Civil Patrimonial. Editores: 

A. Bullard González y G. Fernández Cruz, PUCP,  1997, p. 51, https://books.google.co.ve/books?isbn 
=9972420 299 

74       Lipari, Nicoló. Las categorías del Derecho Civil. Dykinson, Trad. Agustín Luna Serrano, Madrid, 2016, 
p. 184. 

75       Véase las citadas en: Domínguez Guillén, M. C. Curso de Derecho Civil III Obligaciones, Revista 
Venezolana de Legislación y Jurisprudencia, Caracas, 2017 (in totum), www.rvlj.com.ve; Domínguez 
Guillén. “Proyección constitucional”, ob. cit.; Domínguez Guillén: Derecho Civil Constitucional, ob. 
cit., pp. 146-159; Madrid Martínez, C. “La libertad contractual: su lugar en el Derecho venezolano de 
nuestro tiempo”, Derecho de las Obligaciones Homenaje a José Mélich Orsini, ACIENPOL, Serie 
Eventos 29, Coord. C. Madrid, Caracas, 2012, pp. 105-140, también en: www.uma.edu.ve/admini/ 
ckfinder/userfiles/files/LA%20LIBER-TAD%20CONTRACTUAL.pdf     

76       Que alude entre otros aspectos al carácter limitado de la autonomía de la voluntad. Véase: 
TSJ/SConst., Sent. Nº 85, 24-1-02; Madrid Martínez, C. “Las limitaciones a la autonomía de la volun-
tad, el estado social de derecho y la sentencia sobre los créditos indexados”, Temas de derecho Civil. 
Libro Homenaje a Andrés Aguilar Mawdsley, Colección de Libros Homenaje, N° 14, TSJ, T. I, Cara-
cas, 2004, pp. 757- 814;  Rodríguez Matos, G. “La revisión del contrato y la justicia constitucional”, 
Estudios de Derecho Civil. Libro Homenaje a José Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros Ho-
menaje N° 5. TSJ, Vol. II, Caracas, 2002, pp. 453-523.  

77       Véase: TSJ/SConst., Sent.  N° 1419 de 10-07-07. 
78       Véase: TSJ/SConst., Sent. N° 903 de 14-5-04. 
79       Véase nuestros: Derecho Civil Constitucional, ob. cit., pp. 168-189; “Notas sobre”, ob. cit., pp. 30-34. 
80       Arévalo Guerrero: ob. cit., pp. 56 y 57; García Jaramillo: ob. cit., p. 141; Corral Talciani: ob. cit., pp. 

11 y 12, para el autor puede llevar a una “autarquía constitucional”. 
81       Lathro, F. “Constitucionalización y jurisprudencia constitucional en el Derecho de Familia chileno”, 

Estudios constitucionales, Vol. 15 N° 1, Santiago 2017, https://scielo.conicyt.cl/scielo.php, En cierta 
medida, resulta razonable cuestionarse si la Carta Fundamental, a través de la constitucionalización de 
las relaciones privadas, ha ‘robado’ espacio a la norma civil, de modo que ésta haya perdido su impor-
tancia. Es la razón de fondo que subyace a algunas críticas a dicho proceso por parte de la doctrina pri-
vatista. 

82       Almanza Torres, D. J. “Conflictos en torno a la Constitucionalización del Derecho Privado”, Legis.pe, 
enero 2017, http://legis.pe, Neves por su parte, señala que: “La tendencia en realzar los principios en 
detrimento de las reglas vuelve altísimo el grado de incerteza y puede desembocar en inseguridad in-
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“aporta más problemas que ventajas”83, porque a su decir, constituye “una intromisión, 
sin límites, del juez a los asuntos reservados a la autonomía de la voluntad de las par-
tes”, y lleva paradójicamente al establecimiento de un sistema jurídico jurisprudencial84. 
La figura pretende asociarse así a “un fenómeno de desbordamiento del protagonismo 
judicial”85.  

 De nuestra parte, creemos que la circunstancia de que las decisiones judiciales in-
curran en impropiedades no es un problema relativo a la “constitucionalización”, sino 
un riesgo latente de la interpretación en general86. Sin perjuicio que la Sala Constitucio-
nal deba procurar no desnaturalizar instituciones civiles que no son de su esencia87. La 
constitucionalización en un proceso88 cuyo avance depende de distintos componentes 
(legales, jurisprudenciales, doctrinales y académicos). Como muchas otras figuras, no 
presenta inconvenientes en sí misma, sino del manejo que hace el intérprete.  Se admite 
que la figura permite la modernización del Derecho, la unificación y la simplificación 
del orden jurídico89, dando unidad al ordenamiento90 y refrescando las instituciones del 

 
controlable relacionada a la propia quiebra de la consistencia del sistema jurídico y pues, a la destruc-
ción de sus fronteras operativas; Corral Talciani: ob. cit., pp. 11 y 12, la constitucionalización conlleva 
el posible riesgo de una “autarquía constitucional” que para algunos acontece cuando ante la laguna 
legal el intérprete procede a crear sus propias normas..  

83      Saghy: ob.  cit., p. 512. 
84      Ibid., p. 513, agrega que la constitucionalización del Derecho Civil aporta como primera consecuencia 

la devaluación de la ley o la pérdida de su valor normativo; merma el valor jurídico de los contratos 
que según el artículo 1132 del Código Civil tienen fuerza de ley entre las partes. Ello se materializa en 
una intromisión del Juez; un irrespeto que entorpece la evolución natural de las instituciones. Puesto 
que la respuesta a los conflictos de constitucionalidad es generalmente categórica y de aporte general, 
las consecuencias bruscas y los razonamientos jurídicos se ven violentamente modificados. Esto origi-
na avances y retrocesos constantes de la jurisprudencia y con ello la pérdida de la seguridad jurídica 
anhelada.   

85     Véase: Muñoz Agredo, M.F. “Argumentación jurídica y principios constitucionales: su incidencia en 
el Derecho Privado”, Derecho y Realidad N° 25, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, UPTC, I 
Semestre 2014, p. 346. 

86      La interpretación nos permite llegar a ver cosas que los demás no ven, atribuyéndole algunos por ello 
un elemento mágico y otros un toque de conveniencia para el intérprete. Pero lo cierto, es que tal ries-
go de la interpretación está presente en la figura bajo análisis sin quitarle relevancia. 

87      Véase: Beltrán Pacheco, J.A. “Civilmente constitucional: algunas expresiones del Tribunal Constitu-
cional en materia de responsabilidad civil”, El Derecho Civil patrimonial en la Constitución, T. C. 
Guía 2, G.J., Perú, 2009, pp. 123 y 124; Capablanca, G.J. “Injusticia para todos”, Revista de Derecho 
Administrativo N° 7, Caracas, Sep.-Dic. 1999, p. 366, las primeras sentencias de la Sala Constitucional 
evidenciaron la falta de profundidad técnico-constitucional y la “contaminación de instituciones cons-
titucionales con conceptos civilistas, penalistas, procesales y probatorios en dosis excesivas” (Destaca-
do nuestro); Sagués, N.P. “Reflexiones sobre las variables de éxito y fracaso de un Tribunal Constitu-
cional”, Revista de Derecho Constitucional N° 4, enero-julio 2001, pp. 349-357, p. 356, “un tribunal 
constitucional parecer ser lo mejor para lograr un verdadero y profundo régimen de control de consti-
tucionalidad; pero no siempre se dan los recaudos políticos y sociológicos necesarios para su lanza-
miento”.  

88      Véase: Landa Arroyo: ob. cit.,  p. 327, es un proceso que aún no termina; Suárez-Manrique: ob. cit., p. 
343, la figura se traduce en un proceso que se proyecta en el tiempo y que puede tener lugar a través 
del legislador, de los jueces o de la Academia; Arévalo guerrero: ob. cit., p. 32, este proceso puede 
presentar diversas formas, a saber, por el control de la constitucionalidad por parte del Juez o mediante 
la jurisprudencia constitucional. 

89       Favoreu: ob. cit., pp. 31-43. 
90       Durán Martínez: ob. cit., p. 49. 
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Derecho Civil con base al respeto del principio de supremacía de la Constitución91. 
Permite la actualización de las normas civiles al margen de las lentas modificaciones 
legislativas.  

Entre los efectos de la constitucionalización propiamente dicha, se constata la efi-
cacia directa, derogatoria, invalidatoria e interpretativa de la institución civil incorpo-
rada al texto constitucional92. En tanto que la constitucionalización interpretativa o in-
terpretación conforme a la Constitución tiene por efecto la “supremacía jerárquica y 
actualización de las instituciones”. 

Indica Balaguer Callejón que se aprecian situaciones de mixtura entre el Derecho 
Constitucional y el Derecho Privado cuando ha de realizarse una interpretación en que 
se relacionen ambos Derechos. Pero el efecto de irradiación de la Constitución en el 
Derecho ordinario configura a éste constitucionalmente, lo que crea situaciones difíci-
les para un Tribunal Constitucional93. Pero, insistimos, que tales dificultades no son 
imputables per se a la figura en estudio. 

Así como se alude a “constitucionalización”, también se habla de “convencionali-
zación” o convencionalidad94, pues la Constitución de 199995, en su artículo 23 consa-
gra el carácter constitucional de los instrumentos internacionales en materia de derechos 
humanos, que prevalecen sobre las normas de Derecho interno, inclusive de rango 

 
91       Domínguez Guillén: Derecho Civil Constitucional, ob. cit., p. 187. 
92    Véase: Crovi, L.D. y Rivera, J.C.: Derecho Civil Parte General. Abeledo Perrot, J. C. Rivera y G. 

Medina (Directores), 2016, p. 9, eficacia directa significa que el sujeto que demanda la tutela jurisdic-
cional de una garantía o derecho constitucionalmente establecido, puede hacerlo invocando la norma 
constitucional si no hubiere norma legal que desarrolle la garantía o derecho de que se trate. Eficacia 
derogatoria, de modo que las normas civiles constitucionales derogan cualquier disposición legal con-
traria a la norma superior. Eficacia invalidatoria, la disposición de jerarquía legal que se oponga a una 
norma constitucional es inválida, y por ello puede ser declarada inconstitucional por los jueces. Efica-
cia interpretativa o integradora: quien interpreta la ley para aplicarla, debe hacerlo de manera que ella 
resulte conforme a la norma constitucional; en otras palabras, la norma constitucional dirige 
la interpretación de todos los textos comprendidos en la materia a que ella se refiere; Arce y Flórez-
Valdés: ob. cit., p 19; Lois Puente, ob. cit., p. 83. 

93       Balaguer Callejón: ob. cit., p. 44. 
94      Véase: Garzón Buenaventura, E. F. “De la supremacía de la Constitución a la Supremacía de la Con-

vención”, Verba Iuris 31, Enero-Junio 2014, pp. 189-204; García Jaramillo, L. “De la “constitucionali-
zación” a la “convencionalización” del ordenamiento jurídico. La contribución del ius constitutionale 
commune”, Revista de Derecho del Estado N° 36, Universidad de Externado, Colombia, enero-junio 
2016, p. 144, El control de convencionalidad se ejerce entre las normas del derecho interno y la Con-
vención, toda vez que el control vincula al juez y a los demás funcionarios de los países suscriptores de 
la Convención; Hernández-Mendible, V. R. “La Convencionalización del Derecho Público en Améri-
ca”, Hacia un Derecho Administrativo para retornar a la Democracia. Liber Amicorum al Profesor 
José R. Araujo-Juárez, Editorial Jurídica Venezolana y CIDEP, Dirs. V. R. Hernández-Mendible y J. 
L. Villegas Moreno, Caracas, 2018, pp. 235-264; Brewer-Carías, A. R. “Sobre el control de conven-
cionalidad ejercido por los Tribunales nacionales y el Derecho Administrativo”, Hacia un Derecho 
Administrativo para retornar a la Democracia. Liber Amicorum al Profesor José R. Araujo-
Juárez, Editorial Jurídica Venezolana y CIDEP, Dirs. V. R. Hernández-Mendible y J. L. Villegas Mo-
reno, Caracas, 2018, pp. 265-285. 

95       Brewer-Carías, Allan R. La Constitución…, ob. cit., p. 161, como innovación. 
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constitucional, siempre que resulten más favorables96, dando lugar –a propósito de la 
materia que nos ocupa– a la denominada “convencionalidad” del sistema jurídico. 

Finalmente, no pretendemos con las presentes líneas convencer al lector de las 
bondades de la constitucionalización, pero sí dejar claro, que se esté o no de acuerdo 
con la figura, es indudable que la primacía de la Carta Fundamental repercute en la 
constitucionalización de diversas materias, pues ninguna está exenta de ser considerada 
o interpretada a la luz de la Constitución97. El texto de 1999 fue y sigue siendo claro 
ejemplo de que la norma superior no puede ser olvidada por el intérprete del Derecho 
Civil. Algunos todavía se resisten a admitir el peso que la norma suprema ejerce sobre 
el Derecho Privado General o Derecho Civil. Pero ello no pasa de discusiones doctrina-
rias, algunas carentes de objetividad académica o al menos de una visión integral del 
ordenamiento jurídico que reconozca que cualquier materia forma parte de un sistema 
de normas precedido por la Constitución.  

La figura por la que nos paseamos brevemente pone en evidencia la necesaria co-
nexión entre Derecho Público y Privado. Sería conveniente dejar de ver tales materias 
como totalmente separadas o distantes, pues ciertamente están unidas inevitablemente 
por la Constitución98.  

Todo lo indicado obliga al estudioso del Derecho Civil a mantener su mirada per-
manentemente atenta a la Constitución, pues el conocimiento y estudio de la misma es 
punto de partida necesario en el análisis de toda la materia civil99.  

 
96       Brewer-Carías, Allan R. Principios de, ob. cit., pp. 132 y 133. Véase también: Rincón Eizaga, L. “La 

incorporación de los tratados sobre derechos humanos en el derecho interno de Venezuela en la Cons-
titución de 1999”, Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas N° 120, Universidad Cen-
tral de Venezuela, Caracas, 2001, pp. 87-108; Hernández Villalobos, L. “Rango o jerarquía de los tra-
tados internacionales en el ordenamiento jurídico venezolano (1999)”, Revista de Derecho N° 3, Tri-
bunal Supremo de Justicia, Caracas, 2001, pp. 111-131. Véase también sobre el tema: Varela Cáceres, 
Edison Lucio. “La supremacía constitucional y la supuesta supraconstitucionalidad”. En: Derecho 
Procesal y otros ensayos. Libro homenaje a la obra docente del profesor René Molina Galicia. Edito-
rial RVLJ. F. Zambrano Franco, coord. Caracas, 2018, pp. 347 y ss. 

97       Domínguez Guillén. Derecho Civil Constitucional, ob. cit., p. 193, Aunque no se sea partícipe de la 
figura en estudio, debe admitirse que en toda interpretación, ha de preguntarse el intérprete sobre la 
necesaria correspondencia con la Carta Fundamental. Poco importará referirse a “Derecho Civil Cons-
titucional” o a “constitucionalización” del Derecho Civil; la terminología es irrelevante, lo verdadera-
mente trascendente será, no convertir a la esfera del Derecho a interpretar en un estanco desarticulado 
y lejano de la Carta Fundamental. De allí que cabe reiterar que Derecho Público y Derecho Privado, 
tienen en común un cuerpo normativo superior que necesariamente ha de guiar el sentido del intérpre-
te: la Constitución.  

98     Perlingieri: “Por un”, ob. cit., p. 15, el ordenamiento jurídico constituye un todo unitario, debiéndose 
evitar particiones que son más académicas y didácticas que científicas. Razonar sobre Derecho Privado 
y Público, sobre Derecho Constitucional o Derecho Administrativo, puede resultar una clasificación 
interesante, pero ello no debe hacer olvidar que el ordenamiento es unitario y que en su base existen 
principios unitarios de la Constitución; Brewer-Carías: “La interaplicación”, ob. cit., pp. 25-38. 

99      Llamas Pombo: ob. cit., p. 119. 


